
 

 

 INFORME SOBRE LAS COMPETENCIAS DE LA AGPI RELATIVAS A SINDICATOS, PARTIDOS 

POLÍTICOS, ORGANIZACIONES EMPRESARIALES Y FUNDACIONES QUE RECIBAN FONDOS 

PÚBLICOS 

 

 La Ley 2/2023 dispone que “el órgano de administración u órgano de gobierno de cada 

entidad u organismo obligado por esta ley será el responsable de la implantación del Sistema 

interno de información, previa consulta con la representación legal de las personas trabajadoras, 

y tendrá la condición de responsable del tratamiento de los datos personales de conformidad 

con lo dispuesto en la normativa sobre protección de datos personales” (artículo 5.1). Una vez 

creado, ese mismo órgano de administración u órgano de gobierno de cada entidad u organismo 

obligado “será el competente para la designación de la persona física responsable de la gestión 

de dicho sistema o «Responsable del Sistema», y de su destitución o cese” (artículo 8.1). Y, “Si 

se optase por que el Responsable del Sistema fuese un órgano colegiado, este deberá delegar 

en uno de sus miembros las facultades de gestión del Sistema interno de información y de 

tramitación de expedientes de investigación” (artículo 8.2.). 

 Una vez cumplida la obligación legal, el artículo 8.3 de la Ley 2/2023 ordena que “Tanto 

el nombramiento como el cese de la persona física individualmente designada, así como de las 

integrantes del órgano colegiado” sean “notificados a la Autoridad Independiente de Protección 

del Informante, A.A.I., o, en su caso, a las autoridades u órganos competentes de las 

comunidades autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, en el plazo de los diez 



 

 

días hábiles siguientes, especificando, en el caso de su cese, las razones que han justificado el 

mismo”. 

De acuerdo con los artículos 63 y 65 de la Ley 2/2023, carecer de un Sistema interno de 

información puede ser sancionado con una multa de hasta 300.000 euros (si se trata de personas 

físicas) o 1.000.000 de euros (en caso de personas jurídicas). Y, por su parte, no proporcionar 

información en los términos ya expresados puede ser sancionado, si se trata de personas físicas, 

con multas con una cuantía de 1.001 hasta 10.000 euros, y si son personas jurídicas serán 

multadas con una cuantía hasta 100.000 euros. 

 Esa obligación de implantar un Sistema interno de información se establece de manera 

distinta en la norma según se trate de (la terminología la utiliza por la propia Ley 2/2023) “el 

sector privado” o “el sector público”. Por lo que se refiere al primero de ellos, es el artículo 10 

de la Ley 2/2023 el que relaciona aquellas entidades del sector privado obligadas a disponer un 

Sistema interno de información en los términos previstos en la Ley 2/2023. 

 Entre todas las personas físicas o jurídicas del sector privado obligadas a disponer un 

Sistema interno de información la norma señala concretamente a “Los partidos políticos, los 

sindicatos, las organizaciones empresariales y las fundaciones creadas por unos y otros, siempre 

que reciban o gestionen fondos públicos” (artículo 10.1.c]). Llama la atención porque esos tres 

primeros entes presentan relevancia constitucional, siendo señalados en los artículos 6 y 7 de la 

CE como “instrumento fundamental para la participación política” y necesarios para contribuir 

“a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales” de empresarios y 



 

 

trabajadores. No sólo eso, tanto partidos políticos como sindicatos presentan una naturaleza 

jurídica compleja, no definida en su normativa de aplicación. 

 Sea como fuere, lo cierto es que, según lo dispuesto en la Ley 2/2023, tanto los partidos 

políticos, como los sindicatos y las organizaciones empresariales, así como las fundaciones 

creadas por unos y otros, siempre que reciban o gestionen fondos públicos, son entidades 

obligadas a disponer un Sistema interno de información en los términos previstos en la Ley 

2/2023.  

 La primera labor aquí es determinar a qué se refiere la ley cuando habla de partidos 

políticos, sindicatos, organizaciones empresariales y las fundaciones creadas por unos y otros, 

siempre que reciban o gestionen fondos públicos. Con relación a este último inciso, parece 

evidente que la recepción o gestión de fondos públicos resulta ser un condicionante normativo 

solo aplicable a las fundaciones creadas por partidos políticos, sindicatos u organizaciones 

empresariales, tal y como resulta de un somero análisis sintáctico de la frase en cuestión. Y es 

que, todos esos “unos y otros” se encuentran legitimados para constituir fundaciones, ya que, 

de acuerdo con el artículo 8.1 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, “Podrán 

constituir fundaciones las personas físicas y las personas jurídicas, sean éstas públicas o 

privadas”.  

 Por lo que se refiere a los partidos políticos, habrá que acudir a la Ley Orgánica 6/2002, 

de 27 de junio, de Partidos Políticos, según la cual, si bien, “Los ciudadanos de la Unión Europea 

podrán crear libremente partidos políticos” (artículo 1), lo deberán hacer “conforme a lo 

dispuesto en la Constitución y en la presente ley orgánica” (artículo 1). De lo que resulta que 



 

 

sólo se encuentran obligados a disponer de un SII los partidos políticos (no sus federaciones y 

confederaciones o las uniones de partidos) que, según los artículos 3 y ss. de dicha norma, se 

hayan inscrito en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del Interior, ya que la misma 

“confiere la personalidad jurídica, hace pública la constitución y los estatutos del mismo, vincula 

a los poderes públicos, y es garantía tanto para los terceros que se relacionan con el partido 

como para sus propios miembros” (artículo 4.3). 

 En el caso de los sindicatos, la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, 

claramente señala el derecho de los trabajadores a sindicarse libremente y a fundar sindicatos 

sin autorización previa. El problema que se presenta a la hora de definir el término utilizado por 

la Ley 2/2023 es que esta se refiere específicamente (así simpliciter) a los “sindicatos”, mientras 

que la LOLS se refiere específicamente (en su artículo segundo) al derecho de las “organizaciones 

sindicales en el ejercicio de la libertad sindical” a “constituir federaciones, confederaciones y 

organizaciones internacionales, así como afiliarse a ellas y retirarse de las mismas”; es decir, que 

la norma hace referencia a la conocida como “pirámide sindical”, en la cual un número 

determinado de sindicatos de oficios u horizontales pueden constituir una federación sindical 

que a su vez puede unirse a otras federaciones distintas con el objeto de crear una 

confederación sindical.  

 Por ello mismo, entendemos que la referencia que se hace en la Ley 2/2023 debe 

entenderse circunscrita a los sindicatos a lo que se refiere el artículo cuarto de la LOLS, esto es, 

a aquellos “constituidos al amparo de esta Ley”, que “para adquirir la personalidad jurídica y 

plena capacidad de obrar, deberán depositar, por medio de sus promotores o dirigentes sus 



 

 

estatutos en la oficina pública establecida al efecto”; es decir, a las organizaciones sindicales 

inscritas en el registro establecido al efecto, lo que engloba tanto a sindicatos horizontales o de 

oficios como a verticales. De este modo, si acudimos al Real Decreto 416/2015, de 29 de mayo, 

sobre depósito de estatutos de las organizaciones sindicales y empresariales, vemos como la 

misma se refiere específicamente (en su artículo 2) a “las organizaciones sindicales”, que son las 

que “deberán presentar sus estatutos en la oficina pública competente en razón de su ámbito 

territorial de actuación, a los efectos de adquirir personalidad jurídica y plena capacidad de 

obrar”. 

 De este modo, las organizaciones sindicales obligadas a disponer de un SII son los 

sindicatos, no sus federaciones o confederaciones, y así lo acredita el artículo 2.2 del Real 

Decreto 416/2015, de 29 de mayo, que ordena el depósito de los estatutos de las organizaciones 

sindicales y los demás documentos que acrediten la realización de los siguientes actos: “a) La 

constitución de sindicatos y de asociaciones empresariales. b) La constitución de federaciones y 

confederaciones de sindicatos y de asociaciones empresariales”. Es decir, que dentro de lo que 

se denominan “organizaciones sindicales” cabe encuadrar tanto a los sindicatos como a sus 

federaciones y confederaciones” (de ahí que el artículo 6.1 de la norma señale que “sólo podrán 

constituir federaciones y confederaciones las organizaciones promotoras cuyos estatutos estén 

depositados en el correspondiente depósito de estatutos de organizaciones sindicales o 

empresariales”), siendo únicamente los primeros los obligados a disponer de un SII. 

 Por último, en lo referente a las organizaciones empresariales, cabe reiterar, mutatis 

mutandis, lo dicho con relación a los sindicatos, pero con dos salvedades importantes. La 



 

 

primera es que en materia de asociacionismo empresarial debe atenderse a lo dispuesto en la 

Ley 19/1977, de 1 de abril, donde, en esencia, se reiteran similares exigencias que las observadas 

con relación a los sindicatos, de tal manera que: 1) “los empresarios podrán constituir en cada 

rama de actividad, a escala territorial o nacional, las asociaciones profesionales que estimen 

convenientes para la defensa de sus intereses respectivos” (artículo primero); 2) “Las 

asociaciones constituidas al amparo de la presente Ley deberán depositar sus estatutos en la 

oficina pública establecida al efecto. Adquirirán personalidad jurídica y plena capacidad de obrar 

transcurridos veinte días desde el depósito de los estatutos, salvo que dentro de dicho plazo se 

inste de la autoridad judicial competente la declaración de no ser conformes a derecho” (artículo 

segundo); y 3) “las asociaciones profesionales podrán constituir Federaciones y 

Confederaciones” (artículo cuarto).  

 La segunda, en cambio, es una salvedad terminológica. Y es que, como se acaba de 

observar, mientras que a la normativa aplicable (incluida nuestra CE, que en su artículo 7 se 

refiere específicamente a “las asociaciones empresariales”) le resulta más cómodo hablar de 

“asociaciones empresariales”, la Ley 2/2023, por su parte, prefiere utilizar el término 

“organizaciones empresariales”. Pese a ello, esa aparente confusión terminológica, si examinada 

la normativa sobre depósito de estatutos, no resulta ser tal, debiendo diferenciarse entre 

asociaciones empresariales y organizaciones empresariales, siendo aquellas una especie dentro 

del grupo de las organizaciones empresariales.  

Y es que, en efecto, mientras que tanto nuestra CE como la Ley 19/1977 se refieren 

exclusivamente a las asociaciones empresariales, el Real Decreto 416/2015, de 29 de mayo 



 

 

utiliza tanto este último como el usado por la Ley 2/2023, pero lo hace al efecto de englobar 

todas aquellas entidades inscritas en el registro establecido al efecto con el fin de defender los 

intereses de los empresarios. En este sentido, el Real Decreto 416/2015, de 29 de mayo 

menciona específicamente de que su objeto es “regular el depósito de los estatutos de las 

organizaciones sindicales y empresariales, integradas por empresarios con trabajadores a su 

cargo” (artículo 1), estando obligadas a depositar sus estatutos “Las organizaciones sindicales o 

empresariales reguladas en este real decreto … a los efectos de adquirir personalidad jurídica y 

plena capacidad de obrar” (artículo 2), debiendo ser objeto de depósito “los estatutos de las 

organizaciones sindicales y las asociaciones empresariales, y los demás documentos que 

acrediten la realización de los siguientes actos: a) La constitución de sindicatos y de asociaciones 

empresariales. b) La constitución de federaciones y confederaciones de sindicatos y de 

asociaciones empresariales”. Es decir, que tanto las asociaciones como las federaciones y 

confederaciones de asociaciones empresariales engloban el concepto de “organizaciones 

empresariales”, de tal manera que todas ellas están obligadas a dispone de un SSI en los 

términos establecidos por la Ley 2/2023. 

Concretadas ya las entidades obligadas, queda por determinar las competencias de las 

autoridades autonómicas al respecto. Más en particular, si la fiscalización de las obligaciones de 

las mismas entra dentro del ámbito competencial de la Autoridad Gallega de Protección a la 

Persona Informante. 

Pues bien, que la AGPI puede sustituir a la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante en el ejercicio de las funciones que le asigna la Ley 2/2023 carece de toda duda, ya 



 

 

que así se establece de manera expresa a lo largo de todo el articulado de la norma (por ejemplo, 

en su artículo 8.3) y confirma la propia exposición de motivos de la misma: “conviene destacar 

la posible implantación de canales externos de información por parte de las comunidades 

autónomas. La llevanza de dichos canales externos será asumida por autoridades 

independientes autonómicas análogas a la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I. cuya competencia podrá extenderse tanto a las informaciones sobre 

infracciones que, comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley, sean cometidas en el 

ámbito de las entidades del sector público autonómico y local del territorio de la 

correspondiente comunidad autónoma, como a las relativas a incumplimientos imputables a 

entidades del sector privado que produzcan efectos únicamente en el territorio de dicha 

comunidad autónoma”. 

Y de igual manera, carece de toda duda que la AGPI ha asumido las competencias en 

materia de control de los Sistemas Internos de Información de las entidades obligadas del sector 

privado. Y lo ha hecho gracias a la habilitación expresa contenida en la Ley Gallega 1/2016, de 

18 de enero, de transparencia y buen gobierno. Así, en el Capítulo IV de esta última norma, 

relativo precisamente a los “Mecanismos externos de comunicación de informaciones y de 

protección de la persona informadora en la Comunidad Autónoma de Galicia”, se señala 

expresamente que “Las previsiones contenidas en este capítulo serán de aplicación: … a las 

entidades del sector privado en la medida en que las informaciones o hechos comunicados se 

circunscriban de modo exclusivo al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia” 

(artículo 51 quinquies). Es más, posteriormente, en el artículo 51septies de la Ley Gallega 

1/2016, donde se concretan las funciones de la AGPI, se advierte que entre ellas se encuentra 



 

 

“La gestión del canal externo de comunicaciones” así como “Las demás funciones que prevea la 

Ley 2/2023, de 20 de febrero, siempre que se refieran al ámbito territorial de la Comunidad 

Autónoma de Galicia”. 

Y justamente una de esas funciones, que es la que aquí  nos interesa especialmente, no 

es otra que aquella contemplada en el artículo 8.3 de la Ley 2/2023, a saber: “Tanto el 

nombramiento como el cese de la persona física individualmente designada, así como de las 

integrantes del órgano colegiado deberán ser notificados a la Autoridad Independiente de 

Protección del Informante, A.A.I., o, en su caso, a las autoridades u órganos competentes de las 

comunidades autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, en el plazo de los diez 

días hábiles siguientes, especificando, en el caso de su cese, las razones que han justificado el 

mismo”. 

Es decir, que las entidades del sector privado obligadas a disponer de un Sistema interno 

de información en los términos previstos en la Ley 2/2023 se encuentran obligadas a notifica a 

la AGPI tanto el nombramiento como el cese de la persona física individualmente designada, así 

como de las integrantes del órgano colegiado del SII, en el plazo de los diez días hábiles 

siguientes, especificando, en el caso de su cese, las razones que han justificado el mismo”. 

Afirma en este sentido la norma que dicha obligación legal, supuesto que tenga que la 

notificación deba hacerse a una autoridad autonómica, lo será “en el ámbito de sus respectivas 

competencias”. La norma autonómica, por su parte, manifiesta (por lo que se refiere a los entes 

privados) que las competencias de la AGPI en lo relativo a las entidades del sector privado se 

circunscriben “de modo exclusivo al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia”.  



 

 

A la vista de lo anterior, queda por determinar, pues, cuáles son las entidades privadas 

(partidos políticos, los sindicatos, las organizaciones empresariales y las fundaciones creadas por 

unos y otros, siempre que reciban o gestionen fondos públicos) obligadas a notificar a la AGPI 

tanto el nombramiento como el cese de la persona física individualmente designada, así como 

de las integrantes del órgano colegiado del SII. 

Pues bien, por lo que se refiere a los partidos políticos, la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de 

junio, de Partidos Políticos, como sabemos, permite que los ciudadanos de la Unión Europea 

puedan crear libremente partidos políticos, exigiendo para su válida constitución la inscripción 

en el Registro de Partidos Políticos, ya que ello les confiere personalidad jurídica, haciendo 

pública la constitución y sus estatutos. Pero para ello, de acuerdo con el artículo 4 de la norma, 

se exige “la presentación de la documentación completa en el Registro de Partidos Políticos”, lo 

que significa la presentación en el registro (de acuerdo con el artículo 3) de su acta fundacional 

(que deberá constar en documento público y contener, en todo caso, la identificación personal 

de los promotores, la denominación del partido que se propone constituir, los integrantes de 

los órganos directivos provisionales, el domicilio y los estatutos por los que habrá de regirse el 

partido que trata de constituirse) y de sus estatutos, entre cuyo contenido mínimo se encuentra 

“El ámbito de actuación: estatal, autonómico, provincial o local” (artículo 3.2.e]). 

Es decir, que el ámbito de actuación territorial de los partidos políticos puede ser estatal, 

o circunscribirse únicamente al ámbito autonómico, provincial o local. Y siendo así, todos 

aquellos partidos políticos cuyo ámbito territorial, siempre de acuerdo con sus estatutos, se 

limite a la CC.AA. de Galicia o a cualquiera de sus entes provinciales o locales, se encuentran 



 

 

obligados a cumplir con la obligación establecida en el artículo 8.3 de la Ley 2/2023 mediante la 

notificación de lo que proceda a la AGPI. 

Y lo mismo sucede con los sindicatos y las organizaciones empresariales. De acuerdo con 

lo dispuesto en el Real Decreto 416/2015, de 29 de mayo, sobre depósito de estatutos de las 

organizaciones sindicales y empresariales (siempre bajo la égida de la Ley Orgánica 11/1985, de 

Libertad Sindical, y la Ley 19/1977, sobre regulación del derecho de asociación sindical), “Las 

organizaciones sindicales o empresariales reguladas en este real decreto deberán presentar sus 

estatutos en la oficina pública competente en razón de su ámbito territorial de actuación, a los 

efectos de adquirir personalidad jurídica y plena capacidad de obrar” (artículo 2.1); ámbito 

territorial de actuación que puede ser cualquiera, ya que la norma no lo concreta, aunque exige 

expresamente su concreción, tanto en la solicitud de depósito de sus estatutos (artículo 4.3.e]), 

como en los mismos estatutos (artículo 5.2.b].2º).  

Por lo tanto, todos aquellos sindicatos u organizaciones empresariales cuyo ámbito 

territorial de actuación, siempre de acuerdo con sus estatutos, se circunscriba a la CC.AA. de 

Galicia, siempre que no trascienda dicho ámbito geográfico, se encuentran obligados a cumplir 

con la obligación establecida en el artículo 8.3 de la Ley 2/2023 mediante la notificación de lo 

que proceda a la AGPI. 

Por último, las fundaciones, que se encuentran reguladas en la Ley 50/2002, de 26 de 

diciembre, de Fundaciones, deben igualmente inscribir su escritura pública de constitución en 

el correspondiente Registro de Fundaciones para adquirir personalidad jurídica (artículo 4.1), 

que debe contener “Los Estatutos de la fundación” (artículo 10.d]), los cuales a su vez deben 



 

 

hacer constar “el ámbito territorial en que haya de desarrollar principalmente sus actividades” 

(artículo 11.1.c]); ámbito territorial este que, de nuevo y ante la inconcreción de la ley, puede 

ser tanto estala como autonómico, o incluso de ámbito inferior (comarcal, provincial, local, etc.). 

En definitiva, todas las fundaciones creadas por fundaciones creadas por partidos 

políticos, sindicatos, u organizaciones empresariales que reciban o gestionen fondos públicos, y 

que desarrollen principalmente sus actividades en la CC.AA. de Galicia, siempre que no 

trascienda dicho ámbito geográfico, se encuentran obligados a cumplir con la obligación 

establecida en el artículo 8.3 de la Ley 2/2023 mediante la notificación de lo que proceda a la 

AGPI. 

 


